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Abstract.

El planteo de la Ética en la Administración Pública conlleva una serie de dilemas que, al fin, se vuelven la Paradoja Burgess, en especial, el hecho de que cuanto más se invoque el deber-ser de la conducta administrativa, más se alejan los hechos de éste.

LA PARADOJA BURGESS

I.- Advertencia e Introducción.

Como ven ustedes, nuestro sujeto se siente impulsado hacia el bien porque paradójicamente se siente impulsado al mal. La intención de recurrir a la violencia aparece acompañada por hondos sentimientos de incomodidad física. Para aliviarlos, el sujeto tiene que pasar a una actitud diametralmente opuesta. ¿Alguna pregunta?
.

Con el presente trabajo se intenta un abordaje lógico
 a cual es el problema más importante de la ética pública, y no sólo su eficacia (cumplimiento) sino a su elevación como discurso social en momentos históricos que más la reclaman.

Para ello, hemos tomado, y casi a modo de homenaje, la figura de Anthony Burgess, escritor inglés que se popularizó con la novela “La Naranja Mecánica” (A Clockwork Orange en su idioma original), y que fuera llevada al cine por Stanley Kubrick en 1971. Por demás elocuente resultan las palabras citadas supra.


1. A lo largo del presente se harán numerosas referencias a la ética pública, por lo que ayudará a su comprensión una ojeada general sobre ésta en la doctrina actual. Dice A. Gordillo que “Luego de la caída del Estado de Bienestar, producida por los condicionamientos económicos y financieros que se agravan en un entorno supranacional, y ante los excesos de la potestad reglamentaria que pretenden tender un manto de confusión sobre muchos de estos males, como así también la vinculación del crimen organizado y el narcotráfico que son no ya solo una amenaza a los derechos humanos sino al Estado mismo, es casi un silogismo el que lleva a la necesidad de atacar a la corrupción y otros fenómenos que se vinculan a ella, en especial el gasto ineficiente o dilapilador…”

Es así que la proliferación de posturas e imposturas éticas (generalmente teñidas de una importante conciencia social, con el rigorismo propio del consenso democrático, tan en boga en estos días) conlleva, sin embargo al crecimiento de los casos de corrupción administrativa a grande y pequeña escala. 

Recordemos, a título de ejemplo, las Conclusiones de la XIV Conferencia Nacional De Abogados "Por La Plena Vigencia De La Constitución Nacional" realizada en la ciudad de Santa Fe en el 2003, Comisión “Controles Del Sistema Republicano Y Responsabilidad De Los Funcionarios Públicos. Ética En La Función Publica: “Recomendamos propiciar la creación y efectiva vigencia de Códigos de Normas de Ética para Magistrados y Funcionarios Judiciales, para aquellas jurisdicciones que no cuenten con ellos”.

Y en igual sentido, el Comité P.U.M.A. de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), ha señalado los siguientes principios de ética pública: “…a) las normas de ética para el servicio público deberán ser muy claras. b) las normas de ética deberán plasmarse en el ordenamiento jurídico en una disposición concreta. c) una conducta ética debe ser exigida a los empleados públicos. d) los empleados públicos tienen derecho al conocimiento de sus derechos y obligaciones, cuando se les exige explicaciones por sus actuaciones indebidas. e) debe existir un compromiso y un liderazgo político, que refuerce y apoye la conducta ética de los empleados públicos. f) el proceso de toma de decisiones, debe ser transparente y permitir la investigación. g) las líneas generales o maestras de la relación entre sector público y sector privado deben ser claras. h) los directivos públicos deben de tener y fomentar una conducta ética. i) las políticas de gestión, los procedimientos y las prácticas administrativas deben incentivar una conducta ética. j) la regulación y la gestión de los recursos humanos, deben motivar una conducta ética. k) deben establecerse mecanismos adecuados de responsabilidad para el servicio público. l) deben fijarse procedimientos y sanciones disciplinarias adecuadas, a fin de castigar las conductas irregulares”
.

¿Qué hacer frente a las conclusiones del Informe Global de la Corrupción de 2005, de Transparencia Internacional? “...Yacyretá on the border of Argentina and Paraguay is one of the largest hydropower projects in Latin America. Built with World Bank support, the dam is flooding the Ibera Marshes, a unique ecosystem that has remained almost undisturbed for centuries. Due to cost overruns, the power generated by Yacyretá is not economic and needs to be subsidised by the government. According to the head of Paraguay’s General Accounting Office, US $1.87 billion in expenditures for the project ‘lack the legal and administrative support documentation to justify the expenditures’...”.

En otras palabras: cuanto más se satisface la demanda social por normas que positivicen cánones valorativos de conducta, tanto más se acrecientan los casos de irregularidad administrativa. Al decir de Federico Nietzsche: “¡Opiniones públicas, perezas privadas!”
 

¿No es eso una paradoja? 

La cultura post-burocrática, al fin, es el aspecto pre-ético de la postulación ética en estudio, ya que dice cuál va a ser el approach formal a la misma: la axiología –disciplina de la Filosofía que tiene como objeto el estudio de los ‘valores’- reconoce en toda formulación ética, un contenido formal y uno material: el primero es sintáctico-procedimental y el segundo semántico. Puede afirmarse, en ese sentido, que lo procedimental, aunque nunca dice suficiente sobre cuáles son los valores que una conducta va a seguir, siempre es condición pre-ética, esto es, preparatoria o iniciática a la ‘discusión’ que se lleva en el fuero interno del agente de la conducta. Trasladado esto a una institución, el rito que envuelve la práctica ética adquiere el tinte de “burocrático” (derecho positivo).  La democracia es (sería), por tanto, la burocracia que la sostiene.

2. A esta altura de los acontecimientos, luego de advenidas todas las rupturas institucionales imaginables (Iglesia, Propiedad, Estado, Matrimonio), no nos podemos permitir una visión eticopoiética
 del Derecho, porque ya no hay espacio (ni tiempo) para ello. Mantener esta suerte de visiones naivistas, es a la vez el síntoma-ocultación de lo no-resuelto (la corrupción administrativa y de todo otro ámbito) y cierta inmadurez histórica para la lectura de los hechos, que dejan en evidencia que nada tienen de originales o imprevisibles.

Dice Habermas, en sentido congruente: “Al igual que en el caso del problema de la aplicación de las normas, una moral universalista, para no quedarse colgada del delgado y enrarecido aire de las buenas intenciones y opiniones, depende del auxilio que la eficacia socializadora del entorno le preste. Depende de patrones de socialización y procesos de formación que fomenten el desarrollo moral y el desarrollo del yo de los jóvenes e impulsen los procesos de individuación por encima de los límites de una identidad convencional, de una identidad atenida a determinados roles sociales” 
.

Este panorama -y la factible desesperanza en que los futuros proyectos de Códigos de Ética e instrumentos similares nada harán para cambiarlo
, al menos si mantienen la estructura lógica ineficiente y mil veces repetida- es el que nos motiva a presentar un proyecto alternativo a la simple enumeración de valores éticos, los cuales, más allá de su contenido específico deben no nacer miopes, porque para ciega está la Justicia.

Sobre estas premisas se estructura, entonces, la paradoja denominada Burgess. Un primer paso en su superación constituye esta aproximación lógica.

II.- Postulación.

Debemos partir de ciertas premisas a fin de abordar lógicamente la construcción de una ética para administrativa, a saber: en primer lugar, que la obediencia a la ley (en “sentido político”) es un elemento que hace a la existencia del juicio moral –y no a su corrección o incorrección; en segundo lugar, el carácter comunicativo-descriptivo de una regla lógica aplicada a los juicios morales, en nuestro caso en particular, la conducta ética de los agentes públicos; y finalmente, la regla lógica como verificación  de hipótesis, descripción de una estructura de la realidad y no de la realidad misma. 


1. La “Paradoja Burgess”, en su formulación aristotélica, se lee: la relación entre el mundo del ser y del deber-ser es dilemática [en función de los principios que se detallan infra] en tanto que cuanto más se invoquen en el mundo del deber-ser los hechos del mundo del ser, tanto más aquél se alejará de éste.  

A lo anterior, le corresponde:

Principio 1º.- “A mayor cantidad de elementos performativos de un conjunto de normas éticas, mayor es la probabilidad de desobediencia”.

Principio 2º.- De la Transitividad de la Obediencia: “Sin importar la cantidad y calidad de elementos, la decisión será la de adherir al conjunto o no adherir al conjunto referido en el Principio 1º”.

Principio 3º.- Principio de la Relación Jerárquica Traslúcida: “Todo conjunto de elementos se ordena en función de un (1) único elemento comprendido en ese conjunto”.


Subprincipio Único o de Previsibilidad: Cuanto mayor sea la distancia entre el elemento que encabeza el conjunto y otro de ese conjunto, mayor será la probabilidad de desobediencia de este último.

Principio 4º.- “El número mínimo de elementos para tomar una decisión ética es uno (1)”.


Subprincipio 1º: Las acciones posibles progresan en forma geométrica al número de elementos de conjunto.


Subprincipio 2º del Albedrío: La vinculación entre la decisión en favor de un elemento -y la desestimación de los otros restantes- es siempre voluntaria.

 
2. Al sólo efecto metodológico, partiremos de la formulación lógica del Subprincipio Único del Principio 3º. Dado un conjunto E de elementos n: E  = {a, b, c, d, e, f, g... n}; y, correspondiendo cada elemento a un valor, podemos decir que el orden en que se presentan esos elementos dentro del grupo -y que a tal orden damos en llamar “relación jerárquica traslúcida”-, responden a una gradación descendiente que parte de una valoración óptima de uno de esos elementos (“justificante”) -aunque no necesariamente deba ser la cabeza del grupo- y culmina en una estimación media (“desviación posible”) del último elemento de grupo.

El elemento “justificante” es aquél que hace razón de la existencia del conjunto de elementos performartivos como tal, es decir, aquél que justifica al conjunto: puede decirse, además, que una gran mayoría de los casos, ese elemento-Jus será la cabeza de grupo, y la “relación jerárquica traslúcida” será de complementación del resto de los elementos para con el elemento-Jus, de manera que éste vea clausurada la multiplicidad de sentidos que adquiere por su vaguedad y textura abierta, y funcione asimismo como principio de clausura de todo el conjunto de elementos. 

El adagio bíblico “los últimos serán los primeros” otorga una imagen simplificada pero no por ello menos acertada de lo que aquí denominamos “relación jerárquica traslúcida”: primero, la subordinación de los elementos performativos a un único elemento, y segundo, la distancia entre los elementos preformativos y el elemento-Jus determina una menor estima o coerción a su cumplimiento. 

3. El Decreto P.E.N. Nº 41/99 -reglamentario de la Ley Nº 24759- denominado a sí mismo como “Código de Ética de la Función Pública” nos sirve a efectos de la demostración fáctica. Para ello, tomamos el Capítulo III “Principios Generales”: E = Código de Ética, a = probidad, b = prudencia, c = justicia, d = templanza, e = idoneidad, f = responsabilidad. Y desagregamos los dos índices que prevé el discurso ético (la “paradoja”):  El primer elemento (valor) del CEFP es la “probidad”, que según el Art. 8º su sentido es: “El funcionario público debe actuar con rectitud y honradez, procurando satisfacer el interés general y desechando todo provecho o ventaja personal, obtenido por sí o por interpósita persona. También está obligado a exteriorizar una  conducta honesta.” 

A tenor de lo que este elemento es -un subgrupo de otros elementos-, además de “cabeza de grupo”, sirve como ‘Jus’ (justificante) -en especial, si se tiene en cuenta el último de los elementos de los que está compuesto como subgrupo-: cabeza = probidad;  Jus (a) [ ~ probidad] = {rectitud, honradez, interés general, desinterés personal, conducta externa honesta}

Respecto de la ‘Dp’ (desviación posible), basta detenerse en la dependencia jerárquica traslúcida de los elementos enumerados en último lugar. A modo ejemplificativo, tomaremos los últimos dos: Dp (e, f) = {idoneidad, responsabilidad}. No es casual, a nuestro modo de entender, que la Dp esté compuesta de dos elementos (valores) de rango constitucional: la ‘idoneidad’ del Art. 16º y la ‘responsabilidad’ del Art. 36º. 

En primer lugar, porque dada la preexistencia de éstos, y en un instrumento que cualitativamente es insuperable, redundar con su replicación en un instrumento inferior (en este caso, un decreto) agrava, a fortiori, la ineficacia de aquélla
 y vuelve mal-nacido al nuevo instrumento (con una suerte de ineficacia congénita). 

En segundo lugar, hasta cierto punto se sabe que el Decreto 41/99 no es/fue necesario
, sino más bien resultado de una contingencia sociopolítica (la “paradoja”) y por ello no debiera decir-lo-mismo que la Constitución Nacional -que no bastó para evitar el frenesí de corrupción. Por eso, la exigencia de la “probidad” como Jus explicita las intenciones ‘preventivas’ de este ordenamiento ético positivo para la función pública, y la tautológica complementación de los otros elementos del conjunto. Nunca mejor expresado en palabras de Calamandrei: “...por escrito se pueden presentar, sin rubor, tesis que no se tendría el valor de sostener... charta non erubescit [el papel no se sonroja]...”

Por demás sugerente asoma el último elemento del subconjunto “probidad”, que en el caso funciona como un elemento de “clausura” del subconjunto, y por transitividad, de todo el Código de Ética: “obligar” a un funcionario y/o empleado a ‘exteriorizar una conducta honesta’. ¿No es ése, en última instancia, todo el problema que el Decreto P.E.N. Nº 41/99 vino a solucionar? Y otra vez: se entiende por qué los principios constitucionales quedan relegados en último lugar, si se aspira a la exteriorización de una conducta honesta (premisa que continúa, necesariamente con el “más allá de…”).

4. Siguiendo a Canales Aliende
, entre los instrumentos más representativos está el Informe Nolan, denominado así por el Presidente de la Comisión del Parlamento británico, Lord Nolan, que elaboró en 1994 -a petición del entonces Primer Ministro- un documento sobre “Normas de conducta para la Vida Pública”, que afectaba a la ética y al comportamiento de la clase política y funcionarial de ese país. Los siete principios de la Vida Pública, según el Informe NOLAN, son los siguientes: E = Informe Nolan; a = interés público; b = integridad; c = objetividad; d = responsabilidad; e = transparencia; f = honestidad; g = liderazgo. A partir del conjunto, determinamos que el primer valor es el “interés público” (“…Los que ocupan cargos públicos deberían tomar decisiones sólo con arreglo al interés público…”), que funciona como elemento-Jus del conjunto E = Informe Nolan. La Dp (desviación posible), por el principio de la jerarquía traslúcida, se compone de los valores “honestidad” y “liderazgo” (por tomar los dos últimos), y no es de extrañar, siguiendo las líneas de pensamiento vistas en el párrafo primero de este capítulo, en oportunidad del Decreto P.E.N. Nº 41/99.

En conclusión: un sistema de ética pública tiende a comportarse de una manera paradójica, ya que, por un lado, se presenta como un discurso social revitalizador de valores que hacen a ese sistema –en general, democrático-, y por el otro, es la prueba contundente de su incumplimiento, la evidencia palmaria de su ineficacia: remitimos aquí a los ejemplos mencionados a lo largo del trabajo, y en especial a las “recomendaciones” citadas en el capítulo primero. En estos sistemas de ética pública se pueden identificar dos elementos: uno que es inordinador, el elemento-Jus, y en virtud del cual se trasluce una relación jerárquica particular, y una Dp (desviación posible) de los elementos preformativos complementarios, que anuncia la circunstancia de su desobediencia. 

5. La realidad al funcionario y/o al empleado público se le presenta en forma de situaciones formalizables en elementos (valores) de conjunto (Ética), según el Principio 1º de la Paradoja Burgess. 

Una orden de compra para reponer el stock de biromes, un pliego de bases y condiciones, e incluso unos minutos libres para realizar o no una llamada, el juicio intuitivo sobre el comportamiento de un dependiente, la discrecionalidad de/en sus actos y la observancia última de la ley, no son sino el sustrato fáctico que acolchona
 los significantes de toda eticidad pública. 

Los valores poseen cierta vaguedad y textura abierta
 que les son intrínseca al ser trasladados del campo del pensamiento no verbal (la ideación individual de cuál es la conducta modelo) a la esfera social y político-cultural donde se ponen en juego los cánones de la comunicación. Esta vaguedad y textura abierta permite que cada significante pueda “flotar” con libertad en la circunstancia particular, específica, y hasta muchas veces, se mueva en mundos paralelos a los deseados por quienes son paladines de la conciencia moral. 

El Principio 1º de la Paradoja establece la relación directamente proporcional entre la cantidad de elementos de un conjunto y su probabilidad de desobediencia. 

Tiene dos sentidos claramente identificables: por un lado, el sentido sistémico o sintáctico, y que se refiere a la estructura general de los conjuntos de elementos performativos. Cuanto más elementos tengan los conjuntos, mayores probabilidades de una decisión que no adhiera a esos elementos, y por tanto, a esos conjuntos. 

Además del sentido sistémico o sintáctico, el Principio 1º tiene un sentido material o semántico,  y que hace al carácter performativo de sus elementos, y por consecuencia, de los conjuntos. El elemento performativo es aquél que puede inteligirse como acción de mandato, como prescripción. Su significado es una orden, expresa o tácita. El carácter performativo otorga validez al Principio 1º, el que hace a la esencia de la regla del principio. En otras palabras, es característico del elemento performativo que conforma un grupo que su número sea inversamente proporcional a su validez como elemento y como grupo. 

6. En este espectro, el Principio 4º toma adecuada dimensión: la ética es una posibilidad de elección de un elemento de  un conjunto (de valores) y de un conjunto de valores (por alguien seleccionados): {A → [a, b, c, d… n]} → {A → [E]}. Así, vamos a presentar un esquema que generalice -como se hizo con los valores electibles, más allá de los efectivamente aceptados en el discurso ético actual, las posibilidades de decisión. 

De acuerdo al Principio 4º, el número mínimo de elementos necesarios es “uno”. Siendo ‘A’ el agente público, puede decirse que: A → {∂1} ó A → {–∂1}. O sea, ‘A’ tomará la decisión en la que se adhiera al elemento (∂1) o tomará alguna otra que no implique ese elemento (–∂1). Cuando el elemento es un valor, la lectura correcta es: el agente público habrá obrado [de acuerdo al valor] o habrá obrado de otra manera. Cuando ese valor se instrumenta o positiviza, decimos que: el agente público habrá obedecido o desobedecido (en arreglo al sometimiento a la Ley).

7. La lectura ética de la acción decisoria adquiere mayor importancia cuando  pueden apreciarse más elementos. En estos casos el razonamiento necesita seguirse de los Subprincipios Primero y Segundo. 

Tomaremos un nuevo conjunto de elementos con el agente ‘A’: A → {∂1, ∂2}; la conducta del agente será siempre una decisión en el sentido de: A → {∂1} ó A → {–∂2} ó A → {∂2} ó A → {–∂1}. Podríamos haber esbozado sólo dos conductas decisorias (la adhesión de A → ∂1 ó A → ∂2) pero se desagregan (Subprincipio 2º) en función de incorporar los factores internos que hagan a su comportamiento más allá del efectivo resultado, y todo esto en virtud de que el problema ético, cuando se lo ha decidido positivizar, debe tener en cuenta que uno de sus términos es el fuero interno del agente: {A → [∂1] ó A → [–∂2]} = ∂1 y {A → [∂2] ó A → [–∂1]} = ∂2. El agente ‘A’ puede efectivamente realizar ∂1, por su adhesión positiva al mismo elemento o por un rechazo a ∂2. Y de la misma manera: puede realizar la decisión que implica ∂2 por su adhesión positiva o por rechazo a ∂1.

Una derivación del Subprincipio 1º es la Regla de la Punición Estricta, y sobre la cual no nos extenderemos más allá de la mención. Según esta regla, las acciones punibles progresan en forma aritmética al número de elementos. La acción punitiva presente en toda positivización de elementos (valores) de conjunto (ética) no puede integrarse (en su antecedente) con el fuero interno del agente obrante. Se entiende entonces por qué el número de ‘acciones punibles’ se mantiene en progresión aritmética, mientras que las ‘acciones posibles’ en progresión geométrica (Subprincipio 1º).

8. Según el Principio 1º la variación a la obediencia -que se supone tácita- al conjunto es el número de elementos de éste, y la variación a la obediencia -también tácita- al elemento es la existencia del conjunto como tal (Principio 2º). Es decir, un sistema de valores éticos será más o menos eficaz según el número de elementos del que esté compuesto. Y a la vez, el cumplimiento u obediencia de cada elemento dependerá de la existencia de un conjunto que los subordine. 

Desde esta perspectiva, el Principio 2º no es otra cosa que una variación “sistémica” a la “Ley de Entropía” de la Termodinámica, que reza que todo sistema tiende a deteriorarse por sí mismo, y que el orden  de ese sistema puede alcanzarse sólo por influjo de una energía externa.

Dado F = funcionario y M = agente; realizarán, conforme el habitus
 administrativo, su acción tal y como ha sido planeada, que a la luz de la Paradoja, se lee: Para F, siendo ∂1 = probidad y ∂2 = interés privado, F → {∂1} ó F → {–∂2} =  obediencia y F → {∂2} ó F → {–∂1} = no obediencia: el funcionario “F” cumplirá la ley (obediencia) cuando su decisión sea adherir al elemento (valor probidad) de conjunto (ética) en forma positiva o cuando no ‘ceda’ a esa presión (por cualquier otra causa, v.gr., miedo a la sanción). Por el contrario, el funcionario “F” no cumplirá la ley (desobediencia) cuando no adhiera al elemento (valor probidad) de conjunto (ética) o cuando ‘ceda’ a esa presión. 

Para M, siendo ∂1 = probidad y ∂2 = interés privado, M → {∂1} ó M → {–∂2} = obediencia y M → {∂2} ó M → {–∂1} = no obediencia; el agente “M” cumplirá la ley (obediencia) cuando su decisión sea adherir al elemento (valor probidad) de conjunto (ética) en forma positiva o cuando no use los bienes públicos en provecho personal (por cualquier otra causa). Por el contrario, el agente “M” no cumplirá la ley (desobediencia) cuando no adhiera al elemento (valor probidad) de conjunto (ética) o cuando haga uso de esos bienes en provecho personal.

Si se tiene en cuenta que de cuatro conductas posibles (Subprincipio 1º) sólo son dos punibles (Regla derivada), se corresponde que, de cuatro conductas posibles (Subprincipio 1º), el funcionario “F” o el agente “M”, en definitiva, decidirán si adherir o no al conjunto de elementos “Código de Ética”, que en su Art. 8º prescribe la “probidad”, decisión que será siempre voluntaria (Subprincipio 2º).  

9. Sobre lo dicho en los puntos anteriores, que repasan en forma somera la formulación lógica de los cuatro principios de la Paradoja Burgess, queda volver sobre el actual ordenamiento positivo ético, y dejar a salvo algunas particularidades.

La Paradoja se estructura en sentido amplio sobre los cuatros principios y en sentido estricto -es decir, si aplicamos un recorte sólo a elementos performativos de conjunto, a elementos que impliquen un mandato de cualquier tipo- sólo sobre los Principio 1º y Principio 2º.

Una vez dictado un ordenamiento positivo ético, el agente o funcionario que ha sido denominado “A”, interpretará el mismo siguiendo el elemento-Jus y otorgándole transitividad a todo el conjunto de elementos. Su adhesión a cada uno de los elementos será secundaria si se entiende que antes, debe decidirse por la obediencia a uno de esos elementos de conjunto que considere elemento-Jus. Y creemos que no habrá una ‘adhesión u obediencia al conjunto’ sino, quizá, de manera terciaria (ver nota al Principio 2º, en el parágrafo anterior). A esta “decisión primaria” se la puede denominar como “obediencia [genérica] de la ley”
 (en sentido material), y de tan obvia que aparece en las relaciones jurídicas, es la última en ser tenida en cuenta como factor dinámico, en el proceso de creación de normas (conjunto de elementos performativos).

Síntesis de esto último:

I. Decisión Primaria: Obediencia Genérica de la Ley, por operatividad del Principio 3º. 

II. Decisión Secundaria: Adhesión a elemento ‘n’ de conjunto ‘E’, por operatividad del Principio 1º.

III. Decisión Terciaria: Adhesión al conjunto ‘E’, por operatividad del Principio 2º. 

Todo ello inordinados bajo el Principio 4º.

IV.- Crítica.


1. Vale la aclaración respecto de no considerar la Paradoja Burgess aquí postulada como una paradoja huérfana. Por el contrario, puede decirse sin temor a equivocación, que ésta tiene como correlato inmediato en las ciencias sociales, dos concausas: el teorema de la imposibilidad de Arrow y el Dilema de Abilene. 


2. Enunciada por el Premio Nóbel de Economía, Kenneth Arrow, el teorema postula que toda sociedad para poder funcionar -en el sentido de la escuela funcionalista- necesita acordar un orden de preferencia entre diferentes opciones -Principio 4º de Burgess-; y el problema es encontrar un mecanismo que transforme las preferencias individuales en las preferencias de toda la sociedad -Principios 2º y 3º de Burgess-. Y concluye que es imposible construir un “mapa de elección social” a partir de preferencias individuales acerca del conjunto social sin impedir que algún individuo imponga sus preferencias a los demás. Esto es: si un individuo que prefiere “P” a “Q” logra imponer a la sociedad su preferencia de “P” a “Q”, entoces el individuo cumple la función de “Dictador”.  


El Teorema de Arrows -sin perjuicio de la harto abreviada exposición- viene a demostrar la imposibilidad por vía democrática de la imposición de un código o canon de ética válidamente en un sistema democrático. Por el contrario, sólo si es que tal decisión, no es “heteronómica” y sí autonómica, a partir del convencimiento personal de cada individuo, se consigue válidamente la preferencia de la sociedad, en este caso, pro-ética.


3. El dilema de Abilene, el otro puntal de la Paradoja Burgess, entiende que cuando los límites de una situación particular presionan a un grupo de personas para actuar, éstos actúan de una forma que es opuesta a sus deseos individuales. El origen del nombre, “Abilene”, nace de una anécdota citada en el libro de Jerry  Harvey en “The Abilene Paradox and other Meditations on Management”: dada una familia, cada miembro apoya una primera decisión (viajar a Abilene) por ser condescendiente con los otros sin perjuicio  de que internamente está en desacuerdo con esa decisión: “-Sólo fui para que estuviesen contentos...” es la respuesta que se da cuando, al volver del viaje, todos oponen sus verdaderas intenciones. En otras palabras, el grupo se da cuenta que hicieron un viaje que ninguno de ellos quería hacer, pero ninguno, en tiempo oportuno admitieron no querer hacerlo.


Así, bajo la Paradoja Burgess, el elemento subjetivo viene a jugar un papel crucial. Cuales piezas de dominó, hay que entender que las decisiones de cada individuo influirán en cada uno de los otros, de manera que el pensamiento en grupo no siempre sea lo que su propia autonomía conciente les dicte, sino más bien, en función de una conformidad psicológica social. 


4. Finalmente, la misma sociedad a la que se le exige una forma pro-ética de pensar, y que dará origen a una forma pro-ética de administrar; los mismos individuos a los que se les exige una forma pro-ética de pensar, y que conformarán la administración transparente, en ambos casos hay frenos sociales y psicológicos que impiden que cada uno se exprese libremente. 

Es oportuno recordad, haciendo un breve recorrido por la cultura popular, la frase con la que cierra el período republicano la serie “Star Wars”, y que se dá en el “Episodio III La Venganza de los Sith”: “...So, this is how liberty dies... with thunderous applause...” y dar lugar a las conclusiones, que se avienen necesarias: 

V.- Conclusión y Perspectivas.

El comportamiento del sistema de valores éticos, en su aplicación práctica –tanto la esfera administrativa como política- permite desentrañar una estructura que la subyace. Tal estructura es la Paradoja Burgess, y de aquí, estas conclusiones:  

a) La fundada validez acerca del estudio estructural de la Ética: más allá de su planteamiento como hipótesis, consideramos que hacer hincapié en el aspecto lógico de todo contenido axio-lógico es plenamente válido. Para ello rescatamos a la filosofía estructuralista, y desde esa visión emprendemos la conceptualización del particular comportamiento de la ética pública. 

b) Los cuatro principios y sus correspondientes subprincipios ameritan una lectura descriptiva y universalista: la visión estructuralista de la ética pública no es un eticismo material, es decir, no afirma sobre qué valores debe sustentarse tal o cual postura ética. Por el contrario, antes que afirmar un paradigma axiológico particular, denuncia el comportamiento general de todos los sistemas y conjuntos de elementos éticos o performativos. La Ética, el Derecho y estas formas nuevas de Códigos de Conducta no son sino variedades de este género. 

c) Asimismo, el fin de la conceptualización de la Paradoja Burgess puede aparecer como un velo de desesperanza para todos aquellos que se sienten obligados a la (infausta) tarea de escribir prescripciones éticas para la conducta de empleados y funcionarios públicos. Es notorio el sin-sentido en que se incurre al afirmar que todo sistema de valores, más allá de los valores en sí mismo, va a ser desobedecido por una cuestión estructural.  ¿Para qué dedicarse a prescribir sobre ello, entonces? Pues, no hay que olvidar, so pena de incurrir en la falacia a dicto simpliciter ad dictum secundum quid, que por más validez que tengan los Principios enunciados –y es lo que se ha probado-, ello en el campo de la experiencia aproximada de las hipótesis, con un determinado margen de error, y, por sobre todo, con la permanente posibilidad de que otras consideraciones puedan funcionar como pesos o contrapesos de aquéllos. Al fin de cuentas, es la descripción lógica de una conducta que en sí misma no es (tan) lógica (¡porque no es (tan) lógico desobedecer la ley!), y frente a lo cual, hasta la más pensada sintaxis sociológica puede caer de rodillas.

d) Para alimentar esta última esperanza, la del cambio en la conciencia de quienes deben ser ejemplo y ejemplificadotes de determinada conducta ideal, baste también detenerse en cómo el discurso social lentamente fue abrigando la demanda de mayor eticidad en las conductas de sus agentes estatales (situación que alguna vez le hubo representado gran indiferencia). Sobre éste, haremos nuestras las palabras de Erich Fromm: “El problema que estamos considerando toca uno de los puntos álgidos de la sociedad contemporánea. Uno de los rasgos psicológicos más sobresalientes de la vida moderna es el hecho de que las actividades que constituyen medios para lograr fines han usurpado más y más la posición de éstos, mientras que los fines mismos poseen una existencia sombría e irreal. La gente trabaja para hacer dinero; hace dinero para poder disfrutar con él de cosas agradables. El trabajo es el medio y el goce es el fin. Empero, ¿qué es lo que acontece en realidad? Los individuos trabajan con el fin de hacer más dinero, emplean este dinero con el fin de hacer más dinero aún, y el fin verdadero –el goce de la vida- se pierde de vista. ...Hemos sido enredados en una malla de medios y hemos perdido de vista los fines. Poseemos receptores de radio que pueden llevar a cada uno lo mejor de la música y la literatura. Lo que oímos, en cambio, en su gran mayoría es basura en forma de propaganda barata y anuncios que son un insulto a la inteligencia y el buen gusto. Disponemos de los más maravillosos instrumentos y medios de que el hombre jamás dispuso, pero no nos detenemos a preguntar para qué son.” 

Este elemento paralógico nos permite sostener con más fuerza lo enunciado en el párrafo anterior.    

2. Queda por ver, en definitiva, si el hambre de justicia que se imprime en los reclamos cotidianos es de los que se sacian con más discurso, con sangre o con actos.  De los dos primeros ya hemos tenido suficiente. ◄
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volver al inicio
�	- Burgess, Anthony. La Naranja Mecánica. Editorial Minotauro, 1962.


�	- Evitamos el abordaje deontológico de G. H. von Wright porque, a nuestro entender, no fue más que una tentativa improcedente de llevar adelante una lógica de límites difusos. Sin embargo, puede consultarse sobre éste, en Wright, G. H. von. Un ensayo de lógica deóntica y la teoría general de la acción. UNAM, México. 1976. Y en cuanto al desarrollo puramente lógico: Echave, D. T., Urquijo, M. E. y Guibourg, R. Lógica, Proposición y Norma. Astrea. 1991.


�	- Gordillo, A. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo I –XVI, 2. Fundación de Derecho Administrativo, Bs. As. 2000.


�	- Canales Aliende, J. M. VII Congreso Internacional del CLAD sobre la Reforma del Estado y de la Administración Pública, Lisboa, Portugal, 8-11 Oct. 2002 Algunas reflexiones sobre la ética pública


�	- Nietzsche, Federico. Humano, demasiado humano. Edaf. 1996. (Af. Nº 482). Sin embargo, en sentido estrictísimo, conviene notar que la Paradoja Burgess es una variación libre de la postulada por Arthur Shopenhauer en “Parerga und Paralipomena” (1851), y que se popularizó en las ciencias sociales como “paradoja del erizo”.


�	- “Ethopoien significa acción y efecto del ethos, transformar el ethos, la manera de ser o el modo de existencia de un individuo. Ethopoios significa aquello que posee la cualidad de transformar el modo de ser de un individuo, de transformar su ethos...” En Foucault, Michel. Hermenéutica del Sujeto. Altamira. Pág. 71 y ss.


�	- Habermas, Jürgen. Escritor sobre Moralidad y Eticidad, pág. 89. 


�	- Transparency International afirma que “Se realizaron elecciones en Argentina y Panamá. La nueva ley de finanzas políticas en Argentina fue probada por primera vez en abril de 2003, pero los resultados de un análisis de los informes financieros y esfuerzos paralelos de supervisión muestran que mientras es positivo que las partes tengan que presentar sus informes financieros, estos informes por lo general no guardan mucha relación con la realidad” (según Informe Global de la Corrupción 2005, Transparency International, comunicado de prensa del 16 de marzo de 2005).


�	- Los derechos y garantías de la Constitución Nacional tienen como esencia ser “operativos”, esto es, no está supeditado su mandato a una Ley que los reglamente.


�	- Al respecto, ver el argumento del espacio jurídico vacío: Bobbio, Norberto. Teoria dell’ordinamento giuridico. G Giappichelli-Editore, Torino, 1960. En castellano: Bobbio, Norberto. Teoría General del Derecho. Temis, 1997.  En este sentido, el dictado del Código de Ética lejos estuvo de llenar espacio alguno.  


�	- Calamandrei, Piero. Elogio de los Jueces. Librería “El Foro”. 1997.


�	- Además de Canales Aliende, op. cit., es conveniente ver: Normas de conducta para la Vida Pública (Informe Nolan), Documentos INAP, Madrid, 1996. También: Fuentetaja Pastor, J. y otros. La regeneración de la Administración Pública en Gran Bretaña, Cuaderno Civitas, Madrid, 1997; y  Martín Retortillo L. Reflexiones de urgencia sobre el Informe Nolan, Revista Aragonesa de Administración Pública, núm. 11, 1997.


�	- Excede nuestra labor la argumentación sobre la naturaleza ontológica de los valores, por eso las referencias a ellos será sobre la base de la lingüística lacaniana. El valor es tomado como “significante” que requiere de “puntos nodales” (o points de capiton) para “acolchonar” un sentido, o en otras palabras, la arbitrariedad en la relación significante/significado se mitiga con un contexto esencialmente ideológico (en tal sentido, ver Zizec, Slavoj. El Sublime Objeto de la Ideología. Editorial Siglo XXI”. Cuando este significante es axiológico, las consecuencias son -según nuestra posición- similares, y mayor relevancia adquiere, en el campo de los valores, que el punto de “acolchonado” sea ideológico: se intenta que sea en este campo lo paradigmático de la paradoja.  


�	 Según la difundida doctrina de Genaro Carrió, en Carrió, Genaro R. Notas sobre Derecho y Lenguaje. Abeledo Perrot. 1963.


�	- Hemos caracterizado como habitus la costumbre de los agentes de manera de cargar ideológicamente el sentido último de la actuación de éstos. Por eso recomendamos la profusa bibliografía de Pierre Bordieu en cuanto ha desarrollado este latinismo. 


�	- Ferrajoli, Luigi. Derecho y Razón: Teoría del Garantismo Penal. Trotta.


�	- Fromm, Erich. Ética y Psicoanálisis, pág. 210.





